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1.
Decisión

Primero.- DENEGAR la nulidad de la sentencia T-769 de 2009, proferida el octubre 29 de 2009, por la entonces Sala Séptima de Revisión de Tutelas.

Segundo.- Contra esta providencia no procede recurso alguno.

2.
Fundamentos de la decisión

La Corte reiteró los lineamientos que ha trazado en relación con la procedencia excepcional del incidente de nulidad, en particular, en cuanto solo hay un verdadero desconocimiento de la jurisprudencia de esta Corporación conducente a invalidar una sentencia de tutela, cuando la Sala de Revisión ignora o desatiende pronunciamientos de la Sala Plena, normalmente consignados en sentencias de unificación, cuya ratio decidendi confluye con la solución del problema jurídico sobre el cual versa la providencia cuya nulidad se pretende. Al mismo tiempo, recordó, que también se ha exigido que quien invoca dicho yerro presente la línea jurisprudencial respectiva, para evidenciar la regla que presuntamente fue omitida por la Sala de Revisión. En esencia, para que un cargo de nulidad basado en cambio de jurisprudencia sea idóneo, se requiere: (i) la existencia de una línea jurisprudencial clara, sostenida de la Sala Plena de la Corte Constitucional frente a una determinada situación fáctica, (ii) la coincidencia, si no total, al menos en lo esencial, entre la situación de hecho que da origen a la acción de tutela que se resuelve y aquellas otras que previamente han dado lugar a la construcción y consolidación de esa específica línea jurisprudencial; (iii) como consecuencia de lo anterior, el deber de la correspondiente Sala de Revisión de aplicar, como ratio decidendi  de su pronunciamiento, la línea jurisprudencial ya definida por la Sala Plena y que ha servido, precisamente como ratio decidendi de las decisiones proferodas en los casos identificados como semejantes; (iv) desatención, por parte de la Sala de Revisión autora de la sentencia cuestionada, del deber de acatar la línea jurisprudencial vigente, proveniente de la Sala Plena, que se manifiesta al decidir el caso concreto empleando una ratio decidendi contraria o diversa a la que en casos análogos ha aplicado esta Corporación. 
En el caso concreto, analizadas las censuras planteadas por el antaño Ministerio del Interior y de Justicia y la empresa Muriel Mining Corporation a la sentencia T-769/09, la Corte no encontró que se materialice cambio alguno de jurisprudencia en lo relacionado con el deber de consultar a los indígenas y afrodescendientes en asuntos que les pueden perturbar, llegando al consentimiento libre pero informado en proyectos de gran escala o de alto impacto ambiental, como es, además, internacionalmente reconocido y pregonado. A su juicio, como se desprende de manera evidente de la sentencia T-769/09, la Corte acató y desarrolló fielmente los lineamientos establecidos y reiterados de manera sostenida en esa materia. 

Advirtió que lo pretendido por quienes impetran la nulidad, apunta más hacia que la Corte en pleno, reabra el debate fáctico y probatorio ya realizado por la entonces Sala Séptima de Revisión, el examinar el cumplimiento del requisito de la consulta previa. Sin embargo, la Sala Plena debía limitarse a constatar si fueron desconocidos sus precedentes o si se violó el debido proceso, no olvidando que las Salas de Revisión gozan de autonomía interpretativa en relación con los hechos y delimitación de la controversia constitucional. 

En cuanto al argumento adicional aducido por los solicitantes, respecto del desconocimiento de la cosa juzgada y por tanto generando temeridad, la Corte consideró que había lugar al presunto quebrantamiento del debido proceso por la supuesta existencia de cosa juzgada constitucional, habida cuenta que no hay identidad de accionantes (se descarta así la eventual temeridad) y siendo distinta la ubicación de éstos, los hechos también difieren, aunque tengan un origen afín. 

Por consiguiente, la Corte Constitucional procedió a denegar las solicitudes de nulidad de la sentencia T-769 de 2009, formuladas de manera separada por el Director Jurídico del entonces Ministerio del Interior y de Justicia y la compañía Muriel Mining Corporation.

3.
Aclaración de voto  

El magistrado Juan Carlos Henao Pérez se reservó la posibilidad de presentar una eventual aclaración de voto sobre una precisión del alcance de la jurisprudencia en materia de consulta previa a las comunidades indígenas y afrocolombianas. 
